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todos los componentes de la unidad familiar— y el derecho
a la intimidad personal y familiar de los recurrentes.

Conforme a reiterada y consolidada doctrina de este
Tribunal, que resume la STC 86/2000, FJ 4, «el derecho
a la tutela judicial efectiva incluye el derecho a obtener
de los órganos judiciales una respuesta razonada, moti-
vada, fundada en Derecho y congruente con las pre-
tensiones oportunamente deducidas por las partes, por
cuanto la motivación de las resoluciones judiciales, apar-
te de venir institucionalizada en el artículo 120.3 CE,
es una exigencia derivada del artículo 24.1 CE que per-
mite conocer las razones de la decisión que aquéllas
contienen y que posibilita su control mediante el sistema
de los recursos» (entre otras muchas, SSTC 169/1994,
de 6 de junio, FJ 2; 146/1995, de 16 de octubre, FJ 2;
2/1997, de 13 de enero, FJ 3; 235/1998, de 14 de
diciembre, FJ 2; y 214/1999, de 29 de noviembre, FJ 5).
«En el sentido expuesto, incurre en el vicio de la incon-
gruencia omisiva o ex silentio, denegadora de la justicia
solicitada, que lesiona el derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión que se reconoce en el artículo 24.1
CE, la sentencia o la resolución que ponga fin al pro-
cedimiento cuando guarde silencio o no se pronuncie
sobre alguna de las pretensiones de las partes, dejando
imprejuzgada o sin respuesta la cuestión planteada a
la consideración del órgano judicial, aun estando moti-
vada» (entre otras muchas, SSTC 26/1997, de 11 de
febrero, FJ 4; 16/1998, de 26 de enero, FJ 4;
215/1999, de 29 de noviembre, FJ 3; 124/2000, de 16
de mayo, FJ 3; y 212/2000, de 18 de septiembre, FJ 4).

Es evidente, sin embargo, que el Tribunal Superior
de Justicia de la Comunidad de Madrid no ha incurrido
en la incongruencia omisiva que denuncian los recurren-
tes, dado que las sentencias impugnadas ponen clara-
mente de manifiesto la razón por la que el órgano judicial
considera que las liquidaciones tributarias que aglutinan
las bases imponibles de los recurrentes no vulneran el
art. 18 CE, al señalar en el fundamento de Derecho quin-
to: «alegan los actores vulneración del derecho a la inti-
midad en su vertiente interna y externa por parte del
acto recurrido. Olvidan que la paralela realizada por la
Administración —ciertamente muy perjudicial, fiscalmen-
te hablando, para los demandantes— se ha realizado en
base a una opción que expresamente ejercitaron: sistema
de tributación conjunta, pero tal forma de tributación,
obviamente, ha de acompasarse a las prescripciones
legales, sin que ello suponga injerencia prohibida en su
intimidad personal».

El órgano judicial, partiendo de que la eventual vio-
lación del derecho a la intimidad sólo podría llegar a
producirse si se obligara a los esposos a realizar una
declaración conjunta, llega a la conclusión de que tal
cosa nunca ha sucedido porque los recurrentes, al mar-
car con una X la casilla «Declaración conjunta», aunque
en una modalidad legalmente no prevista —la del art.
87.2 LIRPF—, estaban optando expresamente por la acu-

mulación de sus rentas y las de sus hijos. Ésta, como
reconocen los propios recurrentes (folios 85-86 y 78
de las demandas de amparo), es la explicación por la
que el Tribunal Superior de Justicia de Madrid entendió
que la acumulación de rentas no vulneró el derecho a
la intimidad de los recurrentes, lo que configura una
argumentación que no puede tacharse de arbitraria, irra-
zonable o consecuencia de un error patente, únicos
supuestos en los que este Tribunal podría sustituir al
órgano judicial en su función de interpretar la legalidad
ordinaria (entre otras muchas, SSTC 232/1997, de 16
de diciembre, FJ 2; 238/1998, de 15 de diciembre,
FJ 9; 165/1999, de 27 de septiembre, FJ 3; y
226/2000, de 2 de octubre, FJ 3).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Carlos Arrieta
Martínez de Pisón y doña Elisa Martínez de Miguel.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de febrero de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Ra-
fael de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonde.—Firmado y rubricado.

5182 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen-
tencia 29/2001, de 12 de enero de 2001,
del Tribunal Constitucional, publicada en el
Suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 52, de 1 de marzo de 2001.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núme-
ro 29, de 29 de enero de 2001, del Tribunal Consti-
tucional, publicada en el suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» número 52, de 1 de marzo de 2001, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 3 (sumario), segunda columna, cuarto
párrafo, primera línea, donde dice: «Sala Segunda», debe
decir: «Sala Primera».

En la página 106, segunda columna, duodécimo
párrafo (encabezado), primera línea, donde dice: «Sala
Segunda», debe decir: «Sala Primera».


